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"Toda persona tiene derecho a ciradar libremente y a elegir su residencia

en el territorio de un Estado. Toda persona tiene derecho a salir

de atalqiiier país, incluso del propio, y a regresar a su país"

(Artículo 13 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos)

Resumen: La Convención de las Naciones Unidas sobre
la protección de los derechos de todos los trabajadores
migratorios y de sus familiares recoge y específica para un
colectivo especialmente vulnerable, el de los trabajado-
res migratorios, toda una serie de derechos previamente
reconocidos en otros instrumentos internacionales. Si la
titularidad y el ejercicio de estos derechos corresponden
a todos los seres humanos, el hecho de la migración no
debe dificultar su disfrute sin que ello menoscabe el ejerci-
cio de la competencia estatal para regular el ingreso en su
territorio de extranjeros. Por ello y por el previsible incre-
mento del fenómeno migratorio resulta necesario que los
Estados más desarrollados y, específicamente, los Miem-
bros de la Unión Europea proceden a la mayor brevedad
posible a su ratificación.
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Abstract: The International Convention on the Protec-
tion of the Rights of Immigrant Workers and their family
members collects and specifies, for a particularly vulner-
able group, a number of rights previously recognized in
other international instruments. If these rights belong to
all human beings, the fact of migration should not ham-
per their enforcement, and this without any impairment
of the exercise of governmental authority to regulate the
entry of foreigners into its territory. Therefore, and also
due to the expected increase of migration, it is necessary
that the most developed States and, specifically, the Euro-
pean Union State Members proceed to its earliest possible
ratification.
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M'ANGELES CANO

1. CONSIDERACIONES INICIALES

C omo se sabe, el 10 de diciembre de 1948 se aprobó por la Asamblea
General de las Naciones Unidas, la Declaración Universal de los De-
rechos Humanos fundamentada en la consideración de que la liber-

tad, la jusdcia y la paz en el mundo denen por base el reconocimiento de
la dignidad intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de todos los
miembros de la familia humana'. Como expresión de la importancia y en
conmemoración de la fecha de adopción cada 10 de diciembre se celebra el
Día internacional de los Derechos Humanos.

Esta Carta internacional de los derechos del hombre representa, además,
el primero de los instrumentos internacionales dedicados a una cuesdón que
se ha erigido como central para la Sociedad Internacional en su conjunto, al
ser la máxima expresión de uno de sus valores más importantes: todas las per-
sonas gozan del reconocimiento de unos mismos derechos inalienables.

Desde el primer reconocimiento de esta trascendental afirmación hasta
nuestros días se han producido, en el plano internacional, importantes avances
tanto desde el punto de vista normativo, con la entrada en vigor de numerosos
tratados internacionales, como desde el punto de vista de su aplicación, con la
puesta en marcha de diversos mecanismos de supervisión y control. Todo ello
no ha restado protagonismo al primero de los instrumentos, cuya universali-
dad y perdnencia actuales resultan incuesdonables^

Sin embargo, la materialización efecdva de los valores proclamados y el
reconocimiento y aplicación igualmente efecdvo para todos los hombres de
estos derechos dista mucho de haberse alcanzado a pesar de todos los esfuer-
zos reahzados tanto en los ámbitos internos estatales como en el internacional,
en el que nos centraremos.

En concreto, los cambios habidos en las úldmas décadas en la Socie-
dad internacional conducentes a la conformación de la actual Sociedad glo-

Primer párrafo del Preámbulo de la Resolución 217 (III), Carta Internacional de los Derechos
del Hombre.
Sobre la Declaración, cfr. CARRILLO SALCEDO, "Algunas reflexiones sobre el valor jurídico de la
Declaración Universal de Derechos Humanos", en Hacia un nuevo orden internacional y europeo.
Homenaje al profesor M. Diez de Velasco, Madrid, 1993; ORÁA, J., "La Declaración Universal de
los Derechos Humanos", en LÓPEZ ISA, E (din). PUREZA, J. M., La protección internacional de los
derechos humanos en los albores del siglo XXI; CASSIN, R., en "La déclaration universelle et la mise
en oeuvre des droits de l'homme", Reciieildes Cours,Vo\. 79, Mardnus Nijhoff Publishers, 1951.
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balizada ha comportado que emergiera un nuevo colectivo de seres bumanos
como grupo especialmente vulnerable, el de las personas migrantes. En efecto,
de acuerdo con fuentes de la Organización Internacional para las Migracio-
nes (OIM) el número estimado de migrantes internacionales a nivel mundial
alcanzó, en 2010, los 214 millones, lo que representa el 3,1% de la población
mundial. Un porcentaje de población que resultaría ser la del quinto Estado
más poblado del mundo. En todo caso, estas cifras son claramente superiores
a los 27,1 millones de desplazados internos que se estimó existían en 2009 en
el mundo y a los actuales 15,2 millones de refugiados.

Las mujeres representan, en la actualidad, en torno al 50% del total es-
timado de migrantes internacionales, si bien la cifra oscila, según las fuentes
consultadas, +/-1%. En todo caso, el número total de migrantes internacionales
ha auTuentado en los últimos diez años, pasando de los 150 millones en 2000 a los
214 millones actuales, lo que significa que una de cada treinta y tres personas
en el mundo es un migrante.

Por su parte, la Organización Internacional del Trabajo (OIT) consi-
dera que actualmente están operando dos grandes fuerzas del mercado de
trabajo que redundan en aumento de las migraciones por razones de em-
pleo: mucbas personas en edad de trabajar no pueden encontrar empleo o
no pueden conseguir un empleo adecuado para mantenerse ni mantener a
sus familias en sus propios países, mientras que en otros países bay escasez
de trabajadores para cubrir puestos en diversos sectores de sus economías.
Entre otros factores que también influyen en esta situación, cabe citar los
cambios demográficos, las crisis socioeconómicas y políticas y el aumento de
las diferencias salariales tanto entre los países desarrollados y en desarrollo
como dentro de los propios países. El resultado es un intenso movimiento
transfronterizo de personas con fines de empleo que conforma el colectivo
de los trabajadores migratorios.

Asimismo, frente a estos simples datos, también se debe analizar la reac-
ción institucional. La importancia y la magnitud del fenómeno de las migra-
ciones, que implica a millones de personas, afecta a un gran número de Es-
tados ya sea como países emisores o como receptores. En efecto, una de las
actuales tendencias globales en materia de migración es que ésta se encuentra
más ampliamente distribuida, a lo largo y ancbo de más Estados. En nuestros
días, los diez principales países de destino de migrantes reciben un porcentaje
menor del total de migrantes que recibían en 2000. Y si bien es cierto que la
actual crisis económica mundial ba reducido la emigración en mucbas partes
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del mundo no parece que, de momento haya estímulado una migración de
retorno sustancial'.

En definitíva, si bien el fenómeno migratorio no es nuevo ni exclusivo de
nuestros días'*, sí se han producido, como se ha apuntado, significativos cambios,
tanto desde el punto de vista cuantítatívo como cualitatívo, de forma que prác-
tícamente todos los Estados se ven afectados bien como países receptores de
emigración o como emisores.

Los problemas que plantea la migración son muy numerosos pero aquí
sólo se abordará la cuestíón ya apuntada, la del pleno e igual disfrute por todos los
hombres de una serie de derechos fundamentales, reconocidos intemacionalmente, con

independencia del lugar donde se encuentren. En consecuencia, independientemente

de su condición migrante o de su nacionalidad, de su específica situación legal
o de su ubicación concreta, todos los migrantes tienen derechos humanos inalienables

que los Estados están obligados a respetar y hacer respetar, en el ámbito de su ju-
risdicción territorial, en ejercicio de las competencias derivadas de su soberanía.

En suma, existe la imperiosa necesidad de abordar las migraciones prin-
cipalmente desde una perspectíva fundamentada en los derechos humanos y no
desde el punto de vista de la seguridad del Estado. El carácter de universalidad
de la títularidad y ejercicio de los derechos humanos fundamentales impide
que ninguna persona pueda perderlos como consecuencia de su condición de
trabajador migrante.

2. MARCO JURÍDICO INTERNACIONAL DE PROTECCIÓN

DE LOS DERECHOS DE LOS MIGRANTES

En el ámbito jurídico-internacional universal, los derechos de los migrantes
se encuentran reconocidos, a nivel universal, en dos grandes grupos de ins-

' Cfr. Informe sobre las migraciones en el mundo 2010: El futuro de la migración: Creación de
capacidades para el cambio. Entre las previsiones del Informe figura que la escala de la migra-
ción bien pueda superar en breve los actuales niveles. AUDEBERT, C; DORAÏ, M. K., "Interna-
tional Migration in the Twenty-first century: towards New Research Perspectives", en Migra-
tion in a Globalised World: New Research Issues and Prospects, ed. by Cédric Audebert and Mohamed
Kamel Dorai, 2010. D E GUCHTENEIRE, P., PÉCOU, A., "La Convención de las Naciones Unidas
sobre los derechos de los trabajadores migrantes. Obstáculos, oportunidades y perspectivas".
Migraciones, n° 24 (2008), pp. 9-55.

'* Muy al contrario, la historia del hombre bien podría ser calificada en sus inicios como la historia
de sus migraciones.
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trumentos. Por un lado, los tratados de derechos humanos básicos actualmente en

vigor' y, por otro lado, el Derecho Internacional del Trabajo''. Einalmente, los

protocolos sobre la trata y el tráfico de personas, que complementan la Con-

vención de las Naciones Unidas contra la Dehncuencia Organizada Trans-

nacional, también se refieren a la protección de los derechos humanos de las

personas objeto de trata y de los migrantes objeto de contrabando'.

2.1. Protección en el ámbito Universal de las Naciones Unidas

Como ya se indicó, la Declaración Universal de los Derechos Humanos,

"ideal común por el que todos los pueblos y naciones deben esforzarse", es la piedra

angrilar del conjunto de la Comunidad internacional contemporánea respec-

to a la protección universal de los derechos humanos y punto de referencia

programátíco indispensable en el desarrollo del Derecho internacional de los

derechos humanos. El caso de los extranjeros no es una excepción.

Así se desprende del examen conjunto de la Declaración Universal y de

los Pactos Internacionales de Derechos Civiles y Polítícos (PIDCP) y de De-

rechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC)^, que desarrollan y pre-

' Se trata del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 1966; Pacto Internacional de
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 1966; Convención contra la Tortura y Otros Tra-
tos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, 1984; Convención Internacional sobre la Eli-
minación de todas las Eormas de Discriminación Racial, 1965; Convención sobre la ehminación
de todas las formas de discriminación contra la mujer, 1979; Convención sobre los Derechos del
Niño, 1989; Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad, 2006 y la Conven-
ción Internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de
sus familiares, 1990. Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el Pacto Internacional
de Derechos Económicos.
Con los dos convenios de la OIT relativos específicamente a la protección de los trabajadores
migrantes (Nos. 97 y 143).

' Vid. DÍAZ BARRADO, C . M. , DÍAZ SILVEIRA, C , "LOS derecbos laborales de los migrantes. Es-
pecial consideración a los procesos de integración sudamericanos". Cuadernos Iberoamericanos de
Integración, n° 17, Madrid, 2010.

^ Adoptados ambos el 16 de diciembre de 1966. Cfr. NowAK, M., "El Pacto Internacional de
derechos civiles y políticos" y MlLÁ MORENO, J., "El Pacto Internacional de Derechos econó-
micos, sociales y culturales", ambos en LÓPEZ ISA, E (dir.), PuREZA, J. M., La protección inter-
nacional de los derechos humanos en los albores del siglo XXI, Universidad de Deusto, Bilbao, 2004.
Rhina CABEZAS VALENCIA, R., GlLSANZ BLANCO, J., "Los derechos humanos de los migrantes".
Revista española de desarrollo y cooperación, n° 23 (2009) (ejemplar dedicado a: Derechos Humanos y
desarrollo), pp.113-126; Informe de Amnistía Internacional, "Vivir en las sombras: Los derechos
humanos de las personas migrantes" n° 83 (2006).
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cl contenido de la primera, est*al)lecien(l(> ()l)lit>'aei()nes jurídicas para los

l'.stados Partes.

(^oino )a se indico, el Preámbulo de la Declaración no pernrle estable-

cer ninguna ilist:nei(")n entre las persona^ al ser todos miembros de la familia

humana, lo c|ue ímplic-a ¡a igiiuldiid plciiíi dv derecho.^; v di' írato viilrc niiciomilcs y

cxti'íiii/civs. l"'sta atirniai'ion es corroborada por la igualdad reeonoeida en el

artíeulo 1 de la Deelaraei(')n c|ue afirma (]ue "todos los seres humanos nacen

libres e iguales en dignidad \ dereehos" y por el prineipio de no diserimina-

ei(')n, reeogi(lí) en el artículo 2.1, un prineipio fundamental en el eoritexto de la

migraei(')n. Ksta |)rohibR-ión de discrinunaeion poi" ra/.on de ra/a. color se.xo,

idioma, religion, opinión política o de cual(|uier otra índole, origen nacional o

social, posición económica, nacimiento o euakjuier otra condición es recogida

como obligación jurídica [iara los l'.stados Partes en ambos I-'actos, •:n los artí-

culos 2.1 y 2.2, i'es[)eetivamente'.

I'or lo demás, el contenido del artículo ~ de la l)eclaraci<')n dedicado a

la iíiualdad ante la le\. reconocido a su \e/, en el artículo 26 lMI)<wP, afirma

igualmente (]ue ''latios tienen ilcrecho // la^iiíilprotección contra toda disi'rimiii/ición

que infrinjíi estii Deiiariíiión \ ciiitrii todit pruvoaieion ii tiildiscri/iNiniLiinr.}\.mH) a

estas proclamaciones de derechos y el resio de formulaeiones |)osituas (" lóda

[)ersona") cabe asimismo señalar las numerosas formulaciones ncíjativas (|ue

contiene la l)eclaraci(')n L niversal al i'elcrirse a eiertas prácticas irohibiclas

como la esehuitud o la torttira. a las t]ue nadie puede ser sometido.

[•rente a estas ecjuiparaciones tic derechos y libertades entre naeionales )•

extranjeros existen, empero, algunas iimitaeiones. .\sí, se exeluve a los extran-

jeros tiel ámbito de a|)licaci(')n personal de algunos dereclios: en concreto, de

los derecho.'^ de particip/ieión po/itiet/ y de iieeeso i/ lit fnneion píiblieií. .Así, el artículo

21 de la I)eelaraei(')n estal)lece t]ue "' loiia persona tiene dereeho a ¡larticijiar

en el gobierno de su país, directamente o por medio de representantes libre-

mente escogidos. Ióiia persona tiene el tlerecho de acceso, en condiciones de

\î ' î . 2.1 ÍM i ) ( J*: "( :M\:\ uno \\c lus I',S!:1Í i< j ^ PaUcs en Í.'Í ¡)î"cscnît' Pücío se í.'onipi*i inictc ;t res pe-

l;ir ) ;i garant i / ; i r a todos los inili\i(lu<)S t]uc se encuen t r en en su te r r i to r io y estci'i sujetos a su

lunsdiccti jii sui (listíne)oíi por niouv os de ra/a eolor. sexo, ulioiiia, rcl iüion. opin ion politic a o de

otra índole, or igen nacional o social, pos i t ion ceoncHiiiea, nac imien to o ciiakjuicr otra c(jii(lieion

síjcíal". \ r t . 2.2. 1*11)1.S(, "Los l ' s tados Partes en cl |>rcscnte l 'aeto se co inpronie t . 'n a yaranti^

/ a r el ejercicio <lc los (lerech(ïs (jue se entmcian, sm (liscriinuiacion alünna por mot ivos de ra /a

color, sexo, ulionia, relm'ii'ui. opin ion pol it RM o île otra iiulole. oriu'en nacional o social, posicHin

ceonon iRa . na<.'im!ento i) cn. ikuncr otra condicioíi sociaT .
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igir.ildad, a his luncioncs públicas de su país" mientras (|iic el artículo 2^ del

FIDCJ-' considera titular de estos derechos a todos los cuuhulaiios, una eondi-

ci(')n derivada tie la nacionalitlad.

Sin eniliargo, el derecho clave es el rvliitii'o ¡Í la Ubre circiiliicioii que L.'n la

Declaraei(')n se loriiuila como dereeho a salir del propio país y reuresar a él, sin

t]ue ello impli(]ue menoscahai' ni cuestionar, en la interpretaei(Hi mavofitaria

(le los l-.,stati()s, el eiercicio de las eompetc;neias estatales para regular la entrada

(le nacionales de terceros I'.stados en sus [iropios territorios. Así lo reeouc ex-

presamente ei artículo 1.̂  del l-'lDCd' c]ue solo reconoce el derecho a (ircular

libremente por el í'.stado v a escoger en él su resideneia a las [)ersonas (|ue se

hallen legalmente en el territorio, l'or tanto, los listados, sin eontravenir el

princi[")K) de íutialdad, tienen el dereeho de decidir sobre las eondiciones de

entratla como de permanencia de los extranjeros, y, |)or tanto, no puede afir-

marse c|ue dicho artículo otorgue dereeho alguno a la migración, individual o

colectiva, l'dlo inipliea (]ue solo se reeonote a las personas el dereeho a entrar

en su pro[)io país puesto (|ue el ejereieio del dereeho de salida del mismo está

eondicionado, teniendo en cuenta la divisuni geoyráliea en I'.stados, a la acep-

taci(')n (le entrada de otro Soberano.

I"'n e s t e p l a n o u n i v e r s a l , ia i'.oiii'cucioii ¡iiívrnuiiouiílsubrc ¡nprotecció)! de los

dereebos de tudas los trtihtijiidores niigriitonos v de sus ¡/////¡liares (( T I M I-") n o s u r g e ,

c o m o se desarrollará más adelante, para suplir un vacío nomia t ivo dada la

existencia en el D e r e c h o Internacional de normas dest inadas a uaranti/.ar los

dereehos y lii)ertades de los extranjeros, mel tüdos sus derechos economieos

[)ero sí rejiresenta un paso adelante t enden te a la progresiva e(]uiparaeion de

dereehos , desde el entoc|iie la especial v ulnerahilidati de éste y de su familia.

l ' ina lmente , cabe indiear (|ue otras instaneías de las Nac iones L íiicias se

han p reocupado de a lgunos as[)ectos relativos a los trabajadores migra tor ios

y sus familias. Así, las neeesidades educativas de ios hijos de los trahajadores

migran tes han cen t rado la especial atenei(')n t an to de ia (k)misi(')n lie Desa-

rrollo Social de las Nac iones L mdas e o m o (ie la Or i ian i /ae ion de las N a e i o -

nes L nidas para la l-'dueaeicSn, la ( j enc ia v la (^ulttira;^" al t i empo (]ue. desde

l.;i ( j ) i i \c i ic ión sobre los Derechos del N i ñ o (\\.\ cstaiuhiii 's del t ruto ;i los m e n o r e s <le ÍS tños

de etlad. Se refiere a una \ aried.íd di: asuiitos. inehu (.-ndo dci eehos a l;i salud, educaeifUi. tamil i a,

un nivel adecuado de vida, e teétera . La proli ihieion en eonsra de la discr iminaeion en el ar t iculo

- siuniíiea (]ue cualesipnera beneficios (|ue un 1 s tado olori^ue a los m e n o r e s i]ue sean sus u; eio-

nales, ilebc o torgar los a lodos los menore s , incluvenclo re tuyiados v o t ros m i r a n t e s .

l'l KS( ) \ \ \ DIHI (,IIO ' \ '"
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UNICEE, se han buscado los medios más eficaces para que dichos menores
puedan beneficiarse plenamente de las disposiciones de la Convención de los
Derechos del Niño. También debe tenerse en cuenta que estos colectivos de
menores y de trabajadores migrantes configuran, en mucho de estos casos,
minorías étnicas acreedoras de una especial protección en el país de acogida.

Resulta igualmente necesario mencionar la labor realizada por el Relator
especial de la Comisión de Derechos Humanos" que, desde 1999, ha tratado
de encontrar los medios para superar los obstáculos y que se logre una plena y
efectiva protección de los derecbos humanos de los emigrantes, incluyendo las
dificultades existentes para el retorno de aquellos que están indocumentados.
Uno de los aspectos más claramente destacados por éste es la reticencia de los
Estados de acogida a reconocer la existencia de una demanda de mano de obra
emigrante, al ser uno de los factores que favorecen la inmigración clandestina,
marco en el que se producen los mayores abusos y las más numerosas violacio-
nes de los derechos humanos de los migrantes. Sin embargo, estos se produ-
cen igualmente en el marco de la migración legal, sobre todo en la situación
de migración temporal'^

El mandato del Relator Especial sobre los derechos humanos de los migrantes fue establecido
en 1999 por la Comisión de Derechos humanos y, posteriormente, asumido y revisado por el
Consejo de Derechos Humanos que con su resolución 8/10 de 18 de junio de 2008 reforzó su
mandato. Desde el establecimiento de la institución del relator especial, por resolución 1999/44,
se han elaborado ó informes generales, 3 relativos a las comunicaciones de los Estados y 10 sobre
las visitas in situ. De acuerdo con lo señalado en sus últimos informes (E/CN.4/2006/73 y E/
CN.4/2006/73/Add.l), que abarcan 2005, se enviaron comunicaciones a 34 Estados, de ellos
5 miembros de la Unión Europea, España entre ellos junto a Francia, Italia, Holanda y Malta.
De acuerdo con dichos informes, la situación de España es la siguiente: situación geográfica
especial como frontera exterior de la Unión Europea; adopción del Real Decreto 2393/2004, de
30 de diciembre de 2004 por el que se aprueba el Reglamento de la Ley Orgánica 4/2000 sobre
derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social, en el que se aborda
la cuestión de la compatibilidad entre el refuerzo de los sistemas de control de la inmigración
con las medidas de reagrupación familiar y de integración de los inmigrantes; adopción del Real
Decreto 553/2004 de 17 de abril de 2004 en el que se atribuye al Ministerio de Trabajo y Asun-
tos Sociales el desarrollo de la política del Gobierno en materia de extranjería e inmigración.
Asimismo para aliviar la sobrecarga de trabajo de la Oficina de Extranjeros se aprobó y aplicó el
Plan de Medidas Urgentes en materia de extranjería para mejorar los procedimientos y tramitar
un mayor número de expedientes.

Con respecto a España, conviene recordar algunas de las afirmaciones del Informe que la Re-
latora Especial sobre los Derechos Humanos de los Migrantes elaboró tras su visita a España.
Así, percibió una situación de desconocimiento de las garantías y derechos que la Ley atribuye
y reconoce a los migrantes, que puede resultar en casos de decisiones arbitrarias y eventuales
violaciones de los derechos humanos. En particular en el contexto de la interceptación, devo-
lución, expulsión e intemamiento, a menudo los migrantes enfrentan el riesgo de indefensión
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2.2. Protección en el ámbito de Organización Internacional de Trabajo (OIT)

De acuerdo con los principios y derechos enunciados en su Constítución
y en la Declaración de Eiladelfia, el Consejo de Administración de la OIT"
adoptó, en 1988, la Declaración de la OIT relativa a los principios y derechos fiín-

damentales en el trabajo. En este instrumento se afirmó que todos los Estados
Miembros, aun cuando no hubieran ratíficado los convenios fundamentales de
la OIT, por su mera pertenencia a la Organización tíenen el compromiso de
respetar, promover y hacer realidad una serie de principios y derechos funda-
mentales en el trabajo. Se trata, en primer lugar, de la Hbertad de asociación
y sindical del reconocimiento efectívo del derecho a la negociación colectíva;
en segundo lugar, de la eliminación de todas las formas de trabajo forzoso u
obligatorio; seguido de la abolición efectíva del trabajo infantíl y, finalmente,
de la eliminación de la discriminación en materia de empleo y ocupación.

Estos derechos están recogidos en ocho convenios fundamentales de la OIT'^,
que si bien no se ocupan específicamente de los trabajadores migratorios, con-

frente a posibles abusos y violaciones debido a la ausencia o insuficiencia de asistencia letrada.
La visita fue realizada en septiembre de 2003. El informe se presentó el 14 de enero de 2004 (E/
CN.4/2004/76/Add.2). ESCOBAR HERNÁNDEZ, C , "Extranjería e inmigración en España y la
Unión Europea", Colección Escuela Diplomática, n° 3, Madrid, 1998.

" Con la última admisión hasta la fecha, realizada el 15 de mayo, son 183 los Estados miembros
de la OIT, la práctica totalidad de los miembros de la Comunidad Internacional. Entre ellos,
lógicamente, se encuentran todos los de la Unión Europea, así como Estados Unidos y Canadá.
Cfr. ToMEI, M., "La protección internacional de los Derechos Humanos y la igualdad: el papel
y el enfoque de la OIT", Temas laborales. Revista andaltiza de trabajo y bienestar social, n" 68 (2003),
pp. 27-57; VALTICOS, N . , "Normas internacionales del trabajo y derechos humanos. ¿Cómo
estamos en vísperas del año 2000?", Revista Internacional del Trabajo, Vol. 117, n° 2 (1998), pp.
153-166; VITTIN-BALIMA C , "LOS trabajadores migrantes y las normas de la OIT", Educación
obrera, n° 129 (2002) (Ejemplar dedicado a: Trabajadores y trabajadoras migrantes), pp. 7-14. Con
carácter general, BONET PÉREZ, J., Nociones básicas sobre el régimen jurídico internacional del trabajo.
Ed. Huygens, Barcelona, 2010.

'"* Convenios sobre la discriminación (empleo y ocupación), 1958 (núm. 111); sobre igualdad de
remuneración, 1951 (núm. 100); sobre la libertad sindical y la protección del derecho de sindi-
cación, 1948 (núm. 87); sobre el derecho de sindicación y de negociación colectiva, 1949 (núm.
98); sobre el trabajo forzoso, 1930 (núm. 29); sobre la abolición del trabajo forzoso, 1957 (núm.
105); sobre la edad mínima, 1973 (núm. 138) y sobre las peores formas de trabajo infantil, 1999
(núm. 182). No obstante. La labor de la OIT no se limita a los convenios. Caben destacar,
asimismo, sus recomendaciones como sus proyectos de cooperación técnica, es especial el des-
tinado a poner fin a la discriminación. Sin embargo, fue la primera Conferencia Mundial para
combatir el racismo y la xenofobia, que se celebró en Ginebra en 1978, la que recomendó en
primer lugar que se elaborase una convención internacional sobre los derechos de los trabajado-
res migratorios. Cfr. ABELLAM., Sending workers abroad, ILO, Geneva, 1997.
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tíenen disposiciones relatívas a los mismos. Además, estos convenios, así como
las recomendaciones que los acompañan, son de aplicación general por lo que
se aplican a todos los trabajadores sin distínción de nacionalidad y, en muchos
casos, con independencia de su situación migratoria.

Con carácter específico, son dos los convenios de la OIT dedicados a los
trabajadores migratorios. Se trata del Convenio n° 91 relativo a los trabajadores
migrantes (revisado en 1949) y el Convenio sobre las migraciones n° 143 (disposi-
ciones complementarias) de 1975.

En el Convenio n" 97 figuran una serie de disposiciones destínadas a
ayudar a los trabajadores migratorios". Este instrumento establece las bases
para la igualdad de tratamiento entre trabajadores nacionales y extranjeros en
situación regular. Con carácter general, el Convenio exige a los Estados que
lo ratífican que apliquen a los inmigrantes que se encuentren legalmente en su
territorio, sin discriminación de nacionalidad, raza, religión o sexo, un trato
no menos favorable que el que apliquen a sus propios nacionales. En concreto,
se recogen cuestíones tales como los procedimientos de contratación, las con-
diciones de vida y de trabajo, el acceso a la justícia así como la reglamentación
sobre impuestos y seguridad social. Establece asimismo disposiciones sobre las
condiciones de contratación, la partícipación de migrantes en la formación y
promoción profesionales, la reunificación familiar, el despido injustíficado o la
expulsión, así como otras medidas destínadas a regular el proceso migratorio
en su conjunto. En este sentído, se pide a los Estados que ratífican el Con-
venio que faciliten la información pertínente a otros Estados miembros de
la OIT y a la Organización, que tomen todas las medidas pertínentes contra
la propaganda que pueda inducir a error y que faciliten la salida, el viaje y el
recibimiento de los trabajadores migratorios.

Por su parte, el Convenio n" 143 fue adoptado en un momento en el
que la Comunidad internacional comenzó a considerar el incremento de la
migración irregular. Por ello, sus dos principales objetívos son, por un lado,
regular los flujos migratorios, eliminar la migración clandestina y luchar contra las
actividades de tráfico y de trata de personas y, por otro lado, facilitar la integración
de los migrantes en las sociedades de acogida. Así, dedica su primera parte a las
migraciones en condiciones abusivas y la segunda a la igualdad de oportuni-

El Convenio n° 97 cuenta, en 2010, con 49 ratificaciones. España es parte. Cabe destacar que
también lo son Bélgica, Eslovenia, Italia, Francia, Países Bajos, Portugal y Reino Unido.
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dades y de trato. Los Estados que ratifiquen ese Convenio tienen la opción de
aceptar todo este instrumento o una u otra de esas partes, lo que, sin embargo,
no ha facilitado en exceso el número de ratificaciones"^. El Convenio prevé, en
todo caso, que los Estados deben respetar los derechos humanos fundamen-
tales de todos los trabajadores migratorios. Deben igualmente suprimir las
migraciones clandestinas con fines de empleo y el empleo ilegal de inmigran-
tes. Además, los Estados deben adoptar y seguir una política que garantice la
igualdad de trato en cuestiones como el empleo y la ocupación, la seguridad
social y los derechos sindicales y culturales.

En definitiva, ambos Convenios han sido puntos de referencia esencia-
les desde su aprobación, proporcionando las bases para la elaboración de una
legislación y conducción de la migración laboral a escala nacional. Además,
estipulan que los Estados deben facilitar prácticas de contratación justas, un
proceso transparente de consultas con interlocutores sociales, reafirmar la no
discriminación y establecer la igualdad de acceso entre trabajadores locales
y migrantes firente a temas como la seguridad social, condiciones laborales,
salarios o afiliación sindical.

2.3. Protección específica: La Convención de las Naciones Unidas

sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores

migratorios y de sus fam,iliares

Adoptada por la Asamblea General en su resolución 45/158, de 18 de di-
ciembre de 1990, la Convención es un paso más del largo y laborioso proceso
de diferentes instancias internacionales por promover y defender los derechos
de un colectivo especialmente vulnerable, el de los migrantes. Así, la entrada
en vigor de la Convención de Naciones Unidas, el 1 de julio de 2003 ", reforzó

Que desde 1975 hasta la fecha solo ha contado con 23 ratificaciones, entre ellos cuatro miem-
bros de la Unión Europea: Eslovenia, Italia, Portugal y Suecia.
De acuerdo con el párrafo 1 de su artículo 87, el primer día del mes siguiente a un plazo de 3
meses contado desde la fecha del 20° instrumento de ratificación. Sobre la Convención, cfr.
BONET PÉREZ, J., "La Convención internacional sobre la protección de los derechos de todos
los trabajadores migratorios y de sus familiares", en MARINO MENÉNDEZ, E (coord.). Un mundo
sin desarraigo: El Derecho Internacional de las migraciones. Catarata, Madrid, 2006; BETSABÉ L U G O
RODRÍGUEZ, C , La convención internacional para la protección de los derechos de todos los trabajadores
migratorios y de sus familiares y la Unión Europea, Ediciones Universidad de Salamanca, Salaman-
ca, 2006. CANÇADO TRINDADE, A., "Uprootedness and the Protection of Migrants in the Inter-
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y completó toda una serie de disposiciones aprobadas en los principales trata-
dos de derechos humanos auspiciados por la Organización.

Como se recordará, la Convención fue elaborada, en el seno de la Asam-
blea General de las Naciones Unidas, con la finalidad de contribuir de un
modo eficaz en la prevención y eliminación de la explotación de los trabajado-
res migrantes, abordando de forma completa el proceso migratorio y estable-
ciendo una serie de criterios para el tratamiento, el bienestar y los derechos
humanos de todos los migrantes, documentados o no, así como una serie de
obligaciones tanto de los Estados de origen como de los de destino.

Un doble convencimiento fundamenta la Convención. Un primer argu-
mento es que los trabajadores migratorios y sus familiares se encuentran con
frecuencia en una situación de vulnerabilidad debida, entre otras causas, a la
ausencia de su Estado de origen y a las dificultades con las que tropiezan en
razón de su presencia en el Estado de empleo. El segundo pilar es haber cons-
tatado que los derechos de los trabajadores migratorios y de sus familiares no
han sido debidamente reconocidos en todas partes y, por tanto, requieren una
protección internacional específica y apropiada.

En consecuencia, las personas consideradas como trabajadores migrantes
de acuerdo con las disposiciones de la Convención siguen siendo titulares y,
por tanto, deben poder seguir disfrutando de sus derechos fundamentales, con
independencia de su estatuto jurídico, de la legahdad o no de su situación en
un Estado del que no son nacionales. Posibles irregularidades al respecto no
privan a dichas personas de su condición de ser humano.

Tampoco se niega que los problemas planteados son aún más graves en el
caso de la migración irregular por lo que se debe alentar la adopción de medidas
adecuadas a fin de evitar y eliminar los movimientos y el tránsito clandestinos
de los trabajadores migratorios, asegurándoles a la vez la protección de sus
derechos humanos fundamentales, por cuanto "/o.y trabajadores no documentados
o que se hallan en situación irregular son empleados frecuentemente en condiciones de

trabajo menos favorables que las de otros trabajadores y que para determinadas em-

presas ello constituye un aliciente para buscar ese tipo de mano de obra con el objeto de

obtener los beneficios de una competencia desleal".

national Law of Human Rights" en Revista brasileira de política internacional. Vol. 51 (2008), pp.
137-168; CHUECA SANCHO, A. G., AGÜELO NAVARRO, P., "La Convención sobre la Protección

de los Derechos de todos los Trabajadores Migratorios y de sus Eamiliares", Revista de derecho
migratorioy extranjería, n° 10 (2005), pp. 117-126.
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Dos aspectos más caracterizan esta Convención. Por un lado, representa
un progreso considerable en la defensa de los derechos de los trabajadores
migratorios legales e ilegales, así como de sus familias, ya que abarca todos
los aspectos y etapas del proceso de emigración, desde el país de origen basta
el' país de destino. Por otro lado, es fruto de la labor conjunta realizada por
varios organismos de las Naciones Unidas junto con organizaciones no guber-
namentales.

En definitiva, la Convención tiene por objeto luchar contra la explota-
ción y las violaciones de los derechos humanos de un grupo de población es-
pecialmente vulnerable: los trabajadores migratorios.

• Por lo que respecta al proceso de elaboración y entrada en vigor de esta Con-

vención, a pesar de la existencia de un conjunto de principios y normas ya
consagrado, la Asamblea General consideró preciso intensificar los esfuerzos
para mejorar la situación y garantizar el respeto de los derecbos bumanos y
la dignidad de todos los trabajadores migratorios y de sus famihas'^ Por ello,
en 1980 se creó un'grupo de trabajo en las Naciones Unidas presidido por
México. El grupo elaboró el proyecto de texto de la Convención Internacional
sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y
de sus Eamiliares, que fue adoptada por unanimidad en la 69^ reunión plenaria
de la Asamblea General.

Adoptada la Convención, la Conferencia Mundial de Derechos Huma-
nos que tuvo lugar en 1993 en Viena, instó a los Estados a ratificarla lo antes
posibles así como a garantizar la protección de los derecbos bumanos de ese
colectivo de personas especialmente vulnerables. En el mismo sentido se pro-
nunciaron las Cumbres posteriores sobre Población y Desarrollo, Desarrollo
Social, etc.".

Además de los Convenios OIT, debe señalarse que ya desde la década de los setenta del siglo
pasado, la preocupación por el tráfico ilegal de personas y, en especial de mano de obras, repre-
sentó una preocupación para la ONU y más en concreto para su consejo Económico y Social.
Parte II, párrafos 33 a 35 de la Declaración y del Programa de Acción de la Conferencia de Vie-
na. En el mismo sentido, el Programa de Acción de la Conferencia Internacional sobre Pobla-
ción y Desarrollo, que tuvo lugar un año después en El Cairo (1994) insistió en la necesidad de
asumir un enfoque internacional global para hacer frente a la migración internacional así como
la Cumbre Mundial sobre Desarrollo Social (Copenhague, 1995). El caso de las trabajadoras
migratorias ha sido asimismo objeto de atención especial por parte de la Cuarta Conferencia
Mundial sobre la Mujer (Beijing, 1995).
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Sin embargo, tales llamamientos no aceleraron los procedimientos de
ratíficación mientras que crecían las manifestaciones racistas y xenófobas que
hacían peligrar no sólo el bienestar de los trabajadores migratorios sino algu-
nos de los principios básicos de convivencia en sociedades democrátícas. De
esta manera, ante la lentítud de las ratíficaciones, en 1998, se lanzó una cam-
paña por la ratificación de la Convención, junto a otras iniciatívas en el mismo
sentído^".

Einalmente, con el depósito de los instrumentos de ratíficación de Gua-
temala y El Salvador, el 14 de marzo de 2003, se alcanzaron los 20 Estados
necesarios para la entrada en vigor de la Convención. El pasado 27 de julio
de 2009, Nigeria entró a ser Parte de la Convención sin que, de momento, se
haya producido la incorporación de ningún Estado miembro de la Unión Euro-
pea^K

En definitíva, la Convención es el resultado de un largo proceso interna-
cional ya que los flujos migratorios siempre han presentado una preocupación
para toda la Comunidad internacional, si bien los primeros esfuerzos se cen-
traron en la figura de los refugiados.

• Por lo que concierne al contenido general de la Convención, partíendo de la

normatíva existente, este instrumento amplía el marco jurídico para todas las
migraciones internacionales; promueve un trato justo para los inmigrantes y
pretende impedir la explotación de los inmigrantes irregulares. Contempla

El Comité Directivo de la Campaña fue convocado en Ginebra por la ONG Migrants Rights
International, con el objetivo de sentar las bases para una campaña" global de ratificación de la
Convención y de su entrada en vigor.
Egipto, Marruecos, Seychelles, Colombia, Filipinas, Uganda, Bosnia-Herzegovina, Sri Lanka,
Cabo Verde, Azerbaiyán, Méjico, Senegal, Bolivia, Ghana, Guinea, Belice, Uruguay. Ecuador,
Tayikistán, Burkina Faso, El Salvador, Guatemala. Con posterioridad a la entrada en vigor, ratifi-
caron la Convención Kiyiguistán, Mali, Libia, Timor Leste, Turquía, Argelia, Chile, Honduras,
Lesotho, Siria, Perú y Nicaragua. Sobre la convención, vid. KARIYAWASAM, P., "La Convención
de Naciones Unidas sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios
y de sus familiares" y BONET PÉREZ, J., "La Convención internacional sobre la protección de
los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares", ambos en MARINO M E -
NÉNDEZ, F (coord.). Un mundo sin desarraigo: El Derecho Internacional de las migraciones. Catarata,
Madrid, 2006. ALVAREZ RODRÍGUEZ A., "La entrada en vigor de la convención internacional
sobre la protección de todos los trabajadores migratorios y sus familiares de 18 de diciembre de
1990", Revista de derecho migratorio y extranjería, n° 2 (2003), pp. 9-51. CHUECA SANCHO, A. G.,
"Avanza la ratificación de la convención de los derechos de todos los trabajadores migratorios y
sus familiares". Revista de derecho migratorio y extranjería, n° 8 (2005), pp. 271-272.
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todo el proceso migratorio: formación, selección, salida y tránsito, la residen-
cia en los Estados de empleo y el retorno y el restablecimiento en el país de
origen. La Convención no promueve ni gestíona los movimientos migrato-
rios, tan sólo pretende garantízar el reconocimiento universal de los derechos
humanos fundamentales y reforzar su protección internacional aunque su Par-
te VI está dedicada a la promoción de condiciones satísfactorias, equitatívas,
dignas y lícitas en relación con la migración internacional de los trabajadores
y sus familiares. La Parte I está dedicada al alcance y definición mientras que
la II, contíene un único artículo dedicado a la no discriminación en el recono-
cimiento de derechos. La Parte III recoge los derechos de todos los trabajado-
res migratorios y de sus familias mientras que la IV se destína a otros derechos
de los trabajadores migratorios y sus familiares que estén documentados o se
encuentren en situación

3. LOS DERECHOS RECONOCIDOS EN LA CONVENCIÓN DE NACIONES

UNIDAS SOBRE LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE TODOS LOS

TRABAJADORES MIGRATORIOS Y DE SUS FAMILIARES

Sobre la base de las consideraciones anteriores conviene, aunque sea de ma-
nera sucinta, detallar los aspectos y rasgos que definen un instrumento de este
típo que representa, como decimos, el avance más significatívo en materia de
protección de los trabajadores migratorios.

3.1. Ámbito de aplicación

La Convención se aplica a todos los trabajadores migratorios así como
a sus familias, sin distínción alguna por razón de sexo, raza, color, idioma,
religión, opiniones polítícas o dentro típo, origen étnico, nacional o social,
nacionalidad, edad, posición económica, propiedad, estado civil, nacimiento o
cualquier otro. Se aplica, asimismo, a lo largo de todo el proceso de migración,
al contemplar tanto la preparación como la salida, el tránsito, el periodo de
estancia y de actívidad remunerada en el país de empleo así como el regreso

Las Partes VII y VIII están dedicadas respectivamente a la aplicación de la Convención y a sus
disposiciones generales.
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al Estado del que se es nacional o en el que se tenga residencia habitual. Todo
ello no representa ninguna ampliación pues se trata de la simple enumeración
de los distintos momentos del proceso migratorio. Sin embargo, la Conven-
ción contempla de manera diferente la situación administrativa de las personas
migrantes: a todas las personas se les garantiza la protección de los derechos
humanos fundamentales mientras que los migrantes documentados tienen re-
conocidos otra serie de derechos. El texto sí abre un nuevo camino al señalar
los derechos que se aplican a ciertas categorías de trabajadores migratorios y
sus familias y proceder a su definición (trabajador fronterizo, trabajador de
temporada; marino, trabajador empleado a bordo de una embarcación regis-
trada en un Estado del que no sea nacional; trabajador en una estructura mari-
na que se encuentra bajo la jurisdicción de un Estado del que no sea nacional;
trabajador itinerante; trabajador vinculado a un proyecto concreto y trabaja-
dor por cuenta propia).

La definición de trabajador migratorio está recogida, como sabemos, en
su artículo 2 párrafo 1: "Se entenderá por trabajador migratorio toda persona que

vaya a realizar, realice o haya realizado una actividad remunerada en un Estado del

que no sea nacionaF.

Se excluyen del ámbito de aplicación de la Convención las personas en-
viadas o empleadas por organizaciones y organismos internacionales y las per-
sonas enviadas o empleadas por un Estado fuera de su territorio para desempe-
ñar funciones oficiales, cuya admisión y condición jurídica estén reguladas por
el derecho internacional general o por acuerdos o convenios internacionales
concretos; las personas enviadas o empleadas por un Estado fuera de su te-
rritorio, o por un empleador en su nombre, que participen en programas de
desarrollo y en otros programas de cooperación, cuya admisión y condición
jurídica estén reguladas por un acuerdo con el Estado de empleo y que, de
conformidad con este acuerdo, no sean consideradas trabajadores migratorios;
las que se instalen en un país distinto de su Estado de origen en calidad de
inversionistas; los refugiados y los apatridas, a menos que esté previsto que se
aplique a estas personas en la legislación nacional pertinente del Estado Parte
de que se trate o en instrumentos internacionales en vigor en ese Estado; así
como los estudiantes y las personas que reciben capacitación y los marinos y
los trabajadores en estructuras marinas que no hayan sido autorizados a residir
y ejercer una actividad remunerada en el Estado de empleo.

Además, el artículo 5 establece la distinción fundamental entre trabajado-
res migratorios documentados o en situación regular y sus familiares, que son aque-
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líos han sido autorizados a ingresar, a permanecer y a ejercer una actividad re-
munerada en el Estado de empleo de conformidad con las leyes de ese Estado
y los acuerdos internacionales en que ese Estado sea parte frente a los que no
cumplen esas condiciones que son considerados no documentados o en situación
irregular. Sin embargo, no se considerará que se encuentren en situación irre-
gular los trabajadores migratorios que en el Estado de empleo no estén auto-
rizados a elegir libremente su actividad remunerada, ni tampoco se les retirará
su autorización de residencia por el solo hecho de que haya cesado su actividad
remunerada con anterioridad al vencimiento de su permiso de trabajo, excepto
en los casos en que la autorización de residencia dependa expresamente de la
actividad remunerada específica para la cual hayan sido aceptados.

Por su parte, el artículo 4 precisa el término familiares, refiriéndose a las
personas casadas con trabajadores migratorios o que mantengan con ellos una
relación que, de conformidad con el derecho aplicable, produzca efectos equi-
valentes al matrimonio, así como a los hijos a su cargo y a otras personas a su
cargo reconocidas como familiares por la legislación aplicable o por acuerdos
bilaterales o multilaterales aplicables.

Einalmente, el artículo 7 establece que los derechos enumerados en la
Convención deben ser respetados sin distinción de ningún tipo. Además, estos
derechos deben ser respetados y asegurados "Je conformidad con los instrumentos
aplicables relativos a derechos humanos".

3.2. Derechos reconocidos a los trabajadores migratorios y sus familiares

El objetivo y fin de la Convención es doble: la igualdad en la remune-
ración y en las condiciones de empleo de estos trabajadores, a los que protege
contra posibles abusos, por un lado; y, también, por otro lado, la Convención
pretende disuadir a los empleadores potenciales de recurrir a prácticas ilícitas
en materia de reclutamiento y empleo.

Todo su contenido puede agruparse en los principios generales que es-
tructuran todas sus disposiciones: no discriminación, derecho a una repara-
ción efectiva y deber de aplicar las disposiciones y, por otro, el listado de dere-
chos humanos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares junto a
otros derechos cuya titularidad se reconoce exclusivamente a los trabajadores
migratorios y sus familiares documentados o en situación regular.

Aunque la Convención distingue entre trabajadores migrantes documen-
tados y aquéllos que son indocumentados o se encuentran en situación irre-
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guiar, la Parte III de la Convención señala un conjunto de derechos integrales
de orden civil, político, económico y cultural, aplicables a todos los trabajadores
migrantes y a los miembros de sus familias. Sus disposiciones recogen en realidad
los derecbos bumanos básicos reconocidos y protegidos en otros instrumentos
internacionales.

Así, el derecho a salir de cualquier Estado, incluyendo el Estado de ori-
gen y el derecho de entrar y permanecer en su país de origen (artículo 8); el
derecho a la vida (artículo 9) que nadie puede perder por haber cruzado una
frontera sin autorización; la probibición de tortura u otro trato cruel, inhu-
mano o degradante (artículo 10), que constituye una norma de ius cogens, la
prohibición de esclavitud, servidumbre, trabajo forzado u obligatorio (artículo
11), el derecbo a la libertad de pensamiento, conciencia y religión (artículo
12), la prohibición de interferencia arbitraria o ilegal con su privacidad, fami-
lia, bogar, correspondencia (artículo 14), la prohibición de privación arbitraria
de la propiedad (artículo 15), derecho a la libertad y seguridad de la persona
y prohibición de arresto o detención arbitraria (artículo 16), la probibición
de expulsiones colectivas (artículo 22). Además, debe aplicarse el principio de
igualdad de trato entre todos los trabajadores migrantes y los ciudadanos ante
Cortes y Tribunales (artículo 18) y debe respetarse la remuneración y otras
condiciones laborales (artículo 25). La igualdad debe también ser respetada en
aquellos otros campos como la asistencia médica de urgencia (artículo 28) y el
acceso a la educación (artículo 30). Se protege asimismo la identidad cultural
de los trabajadores migratorios (artículo 30) y se garantiza el derecbo de tras-
ferencia de sus ingresos y ahorros (artículo 32).

3.3. Derechos reconocidos a los trabajadores migratorios en situación regular

y sus fa?niliares y a otros trabajadores

Los trabajadores que fueron autorizados a ingresar, a permanecer y a
ejercer una actividad remunerada en el Estado de empleo de conformidad
con las leyes de ese Estado y los acuerdos internacionales en que ese Estado
sea parte, esto es los que se encuentran en situación regular y sus familiares,
gozan además de otra serie de derechos. La Parte IV de la Convención les
otorga derechos adicionales. Así, tienen reconocido, además, el derecho a ser
plenamente informado, tanto en el Estado de origen y en el de empleo de las
condiciones aplicables a su admisión. En este sentido, se fija una obligación de
comportamiento para los Estados que deben hacer todo lo posible para que el
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trabajador migratorio pueda ausentarse temporalmente sin repercusión en la
autorización de trabajo, la hbertad de movimiento en el Estado de empleo y la
libertad de residencia que tíenen a su vez reconocidos en el artículo 39.

Disfiutan, asimismo, del derecho de asociación y de sindicación (artículo
40) sin más restricciones al ejercicio de este que las prescritas en la ley y que
resulten necesarias en una sociedad democrátíca en interés de la seguridad
nacional o el orden público o para proteger los derechos y libertades de los
demás. Por si fuera poco, se les reconoce el derecho a partícipar en los asuntos
públicos de su Estado de origen y a votar y ser elegidos en elecciones celebra-
das en ese Estado, de conformidad con su legislación, que deben facilitar los
Estados (artículo 41). Se establece, asimismo, el trato nacional en relación con
la enseñanza, la vivienda, servicios sociales y de salud, vida cultural, entre otros
así como en materia fiscal (artículo 43, 45 y 48). Y, desde luego, en todo lo re-
ferente a la materia de empleo. Así, por ejemplo, el artículo 54 establece que,
sin perjuicio de las condiciones de su autorización de residencia o de su per-
miso de trabajo ni de los derechos previstos en los artículos 2 5 y 2 7 de la pre-
sente Convención, los trabajadores migratorios gozarán de igualdad de trato
respecto de los nacionales del Estado de empleo en relación con la protección
contra los despidos; las prestaciones de desempleo; el acceso a los programas
de obras públicas destínados a combatír el desempleo; el acceso a otro empleo
en caso de quedar sin trabajo o darse término a otra actívidad remunerada, con
sujeción a lo dispuesto en el artículo 52 de la presente Convención.

Cabe destacar, sin ninguna duda, las disposiciones relatívas a la reagrupa-
ción famihar (artículo 44) y el derecho de transferencia que resultan esenciales
en un instrumento de esta naturaleza y alcance.

Einalmente, se atíende a las categorías partículares de trabajadores mi-
gratorios y sus familiares, objeto de regulación especial en la Parte V de la
Convención. De acuerdo con ella, el Estado Parte debe indicar las disposicio-
nes o medidas aprobadas para cada una de ellas.

4. OTROS CONTENIDOS DE LA CONVENCIÓN

4.1. Obligaciones asumidas por los Estados

La primera obligación asumida por el Estado es la propia de todo tratado
internacional, la de aplicar las disposiciones de la misma, lo que viene expre-
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sámente recogido en el artículo 84. Además, la Parte VT de la Convención
establece el deber de promoción de las condiciones satísfactorias, equitatívas,
dignas y lícitas en relación con la migración internacional de los trabajadores
y sus familiares". Esta Parte recoge uno de los principales objetivos de la Con-
vención. Esta sección busca prevenir y ehminar el ingreso ilegal y el empleo
ilegal de trabajadores migrantes y hace un llamamiento a los Estados Partes
a adoptar medidas para alcanzar ese objetívo. Las medidas sugeridas incluyen
la imposición de sanciones en contra de personas que organicen movimientos
irregulares y en contra de empleadores de trabajadores indocumentados. La
sección busca promover "condiciones iguales, humanas y legales" para los tra-
bajadores migrantes y el artículo 64 manda a los Estados consultar y cooperar
para alcanzar este objetívo.

Se fijan, en partícular, la creación de servicios adecuados para atender
esta migración internacional; de operaciones autorizadas y de órganos para
la contratación de trabajadores en otro Estado; medidas relatívas al regreso
ordenado de los trabajadores migratorios y sus famihares al Estado de origen,
su reasentamiento y su reintegración cultural y otras destínadas a impedir y
eliminar los movimientos y el empleo ilegales o clandestínos de los trabajado-
res migratorios en situación irregular y para asegurar que la situación irregular
de los trabajadores migratorios no persista en el territorio del Estado Parte y
circunstancias que se deben tener en cuenta en los procedimientos de regu-
larización. Asimismo, deben adoptarse medidas para garantízar que las con-
diciones de vida de los trabajadores migratorios y sus familiares en situación
regular estén en consonancia con las normas de idoneidad, seguridad y salud,
así como con los principios de la dignidad humana y la posibilidad de repatria-
ción de los restos mortales de los trabajadores migratorios o de sus familiares
e indemnización por causa del fallecimiento.

Por lo demás, el artículo 73 de la Convención estípula que los Estados
Partes presentarán al Secretario General de las Naciones Unidas, para su exa-
men por el Comité, un informe sobre las medidas que hayan adoptado para
dar efecto a las disposiciones de la Convención.

En esta dirección, el Comité aprobó una serie de directrices en relación
con la forma y el contenido de los informes. De acuerdo con éstas, los informes
deben constar de 2 partes, una primera de información general (descripción

Articulos65 a 71.
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de la estructura constitucional, legislativa, jurídica y administrativa que regula
la implementación de la Convención, así como los acuerdos bilaterales, regio-
nales o multilaterales realizados en el ámbito de la migración por el Estado
informante)^*. Una segunda parte ha de contener la información relativa a
cada uno de los artículos de la Convención".

La Convención también impone una serie de obligaciones a los Estados
Partes para la promoción de condiciones equitativas y humanas para la migración

internacional de los trabajadores y de sus familiares, incluido el establecimiento

de polítícas de migración, el intercambio de información con otros Estados
parte, proporcionar información a los empleadores, a los trabajadores y a sus
organizaciones sobre las políticas, normas y regulación, a la asistencia a los
trabajadores migrantes y sus familias.

4.2. Especial referencia al Comité' de Protección de todos los Trabajadores

Migratorios y de sus fam.iliares

Para la supervisión de los derechos de todos los trabajadores migrantes
y de sus familiares, la Convención, siguiendo la técnica propia de los tratados
de derechos humanos, establece el Comité de Protección de los Derechos de todos

los Trabajadores Migrantes y de sus Familiares. Se trata de un órgano de expertos

independientes que supervisa la aplicación de la Convención Internacional so-
bre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus
familiares por sus Estados Partes. Este Comité es el órgano de tratados de más
reciente creación y celebró su primer período de sesiones en marzo de 2004.

Proporcionar información cuantitativa y cualitativa sobre las características y la naturaleza de las
corrientes migratorias (inmigración, tránsito, emigración) en las que el Estado Parte esté involu-
crado.; Describir la situación actual en lo que respecta a la aplicación práctica de la Convención
en el Estado informante y explicar las circunstancias que afectan el cumplimiento de las obliga-
ciones contraídas por ese Estado en virtud de la Convención. Debe incluir información sobre las
medidas tomadas por el Estado Parte con respecto a la difusión y promoción de la Convención
así como sobre la cooperación con la sociedad civil para la promoción y respeto de los derechos
contenidos en la Convención.
A fin de facilitar el procedimiento de elaboración del informe para los Estados Partes, la infor-
mación puede proporcionarse por grupos de artículos, empezando por principios generales,
seguido de los derechos humanos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares, de
los otros derechos de los trabajadores migratorios y sus familiares documentados o en situación
regular, finalizando con las disposiciones aplicables a categorías particulares de trabajadores mi-
gratorios y sus familiares.
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Se reúne en Ginebra y normalmente celebra un período de sesiones al año.
El comité esta compuesto por 10 expertos independientes (ampliable a 14)^^,
personas de alta calificación moral, imparcialidad y reconocida competencia en
este ámbito. Son elegidos por un periodo de cuatro años y cabe la reelección.

Los Estados Partes se obligan a informar al Comité de los avances dado
en el cumplimiento de la convención en el plazo de un año desde la entrada en
vigor particular y, a partir de ese momento, cada 5 años^^ El Comité examina
cada informe y expresa sus preocupaciones y recomendaciones al Estado Parte
en forma de "observaciones finales". Además, éste elabora un primer comen-
tario general de la Convención. Discutido en la sesión del comité del 23 de
noviembre al 3 de diciembre de 2010̂ **.

Las diferentes, vías previstas de acceso al Comité son las otras clásicas:
comunicaciones individuales y las denuncias interestatales. El Comité también po-
drá, en determinadas circunstancias, examinar denuncias o comunicaciones
presentadas por particulares que afirman que sus derechos consagrados en la
Convención han sido violados una vez que diez Estados Partes hayan aceptado
este procedimiento de conformidad con el artículo 77 de la Convención.

El Comité también publica su interpretación del contenido de las disposiciones

de derechos humanos, en forma de observaciones generales sobre cuestiones temáticas.

En este senddo ya se han presentado algunas cuesdones controverddas como
es el concepto de familiares y el problema de la poligamia, que fue abordado
por el Comité con ocasión del informe de

5. CONSIDERACIONES-FINALES

En un mundo globalizado, con sistemas económicos más interdependientes
que nunca, los productos y los bienes ven facilitados su posibilidad de cir-
culación, incrementando las relaciones comerciales. También las personas, a

Con 41 Estados Partes, de acuerdo con lo previsto en el artículo 72, 1, b.
A finales de 2005, solo 3 Estados habían presentado el preceptivo informe: Mali, México y Egipto.

^̂  El documento está, en principio, dividido en cuatro secciones dedicadas a los problemas que afron-
tan los migrantes, las lagunas existentes en la protección legal y en la jurídica y las recomendacio-
nes a los Estados.
Dado que la poligamia es una práctica aceptada en Mali y que son numerosos los casos de ciu-
dadanos de esta nacionalidad con 3 o 4 esposas. No existen pues mecanismo para garantizar la
protección de estas personas en caso de emigración.
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semejanza de las mercancías, se desplazan con mayor facilidad. Los migrantes
por el becbo de ser trabajadores, o personas en busca de trabajo, no pierden
su condición de seres humanos ni ninguno de sus derechos, reconocidos tanto
por el Ordenamiento internacional como por los sistemas jurídicos estatales.
La práctica totalidad de los Estados se ven afectados por el fenómeno de la
migración internacional, en su condición de países de origen, destino, tránsito
o todos ellos simultáneamente. Por tanto, la migración internacional es una de
las características propias de la globalización^".

Un factor esencial para la protección y defensa de los derechos humanos,
como para la prevención de la discriminación en los países de destino o de em-
pleo, es la integración de los trabajadores migantes y de sus familias en las sociedades

receptoras. Ello contribuye al adecuado desarrollo socioeconómico del Estado
de empleo.

No se puede considerar que ninguna sociedad ni ningún Estado de De-
recho cumpla adecuadamente con su obligación de protección de los derechos
humanos universalmente reconocidos y aceptados si no se tienen en cuenta,
de forma específica, los de este colectivo cada vez mayor, el de los trabajadores
migratorios.

Sin duda, la Convención de las Naciones Unidas es un paso importante
hacia el reconocimiento y promoción de los derechos de los migrantes. Refleja una

preocupación creciente de los problemas y el trato discriminatorio que enfren-
tan mucbos trabajadores migrantes y es un reconocimiento de la dimensión
del tema de la migración irregular. La implementación de esta Convención
podría motivar significativamente un trato humano a todos los trabajadores
migrantes. Sin embargo, el número de ratificaciones es aún muy escaso. Las rea-

lidades políticas también podrían ser un factor por el hecho de que muchos
países se oponen al reconocimiento y protección de trabajadores clandestinos
e irregulares.

Dado que la mayor parte de la migración internacional tiene como des-
tino los Estados europeos y Norteamérica y que ningún Estado occidental,
receptor de migrantes, ba ratificado la Convención, solo una minoraría goza
de la protección que ésta ofrece. En este sentido, la condición de trabajador
migratorio (o de migrante por razones económicas) parece que actuase como
"eximente" del respeto de los derechos de todos los seres humanos.

HUNNICUTT, Ch. A., "Globalization and International Law", HHRL, vol. 99 (2004), pp. 99-10Ó.
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Los argumentos esgrimidos en contra de la radficación son muy variados.
Algunos Estados consideran que su legislación nacional protege ya de modo
sadsfactorio a los trabajadores migratorios. Es el caso de España y de la mayoría
de los países occidentales. Cabe considerar que si ello es así, aunque resultare
superfluo, no generaría muchas nuevas obligaciones para los Estados recep-
tores de migración que se limitarían a aceptar un nuevo órgano de vigilancia,
facilitando la transparencia y el buen ejemplo. No obstante, pese al argumento
esgrimido, parece razonable suponer que dicha postura responde a la falta de
prioridad en la agenda polídca.

Por el contrario, otros Estados, con un número reducido de inmigrantes
no perciben la necesidad de legislar sobre el tema. Debe considerarse igual-
mente que la falta de radficaciones responde a que muchos Estados no desean
que normas internacionales interfieran en sus respecdvas polídcas de inmigra-
ción, ya que denden a preferenciar a los trabajadores nacionales frente a los
extranjeros.

Todas las anteriores razones pueden ser consideradas, junto con otras,
como factores que dificulten la radficación aunque esdmo más realista afirmar
que la razón por la que los Estados se muestran reacios a la radficación es que
consideran que ésta otorga "demasiados" derechos a los migrantes''.

El aspecto más novedoso de la Convención, que ha originado las mayores
redcencias, es la inclusión de las familias de los trabajadores migratorios, favore-

ciendo las reunificaciones familiares. Érente a ello, los Estados receptores se
encuentran inmersos en unas polídcas tendentes a disminuir el número de
extranjeros que viven en sus territorios, prefiriendo a las personas producdvas
frente a las dependientes.

Sin embargo, el punto más controvertido es la referencia a los migran-
tes indocumentados, al estimar que su inclusión o simple mención anima a su
presencia e implica una cierta regulación. Ello no es en absoluto así. Si son
mencionados es porque existen. La Convención se limita a asegurar algo que
ningún Estado es capaz de refutar: son titulares de derechos fundamentales.
Si tal titularidad no es meramente retórica deben tener acceso al ejercicio

D E LUCAS, J . , RAMÓN, C , SOLANES, A., Informe sobre la necesidad y oportunidad de la ratificación

por España de la Convención Internacional de la Organización de las Naciones Unidas de 1990 sobre
la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios. Instituto de Derechos Humanos,
Universität de Valencia, Ed. DIM Catalunya, abogan por la ratificación por parte de España.
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y a la protección de los mismos pero quizás resulte más fácil recurrir a las
expulsiones.

En este sentido, la adopción de las medidas necesarias para satisfacer los
derechos enunciados en la Convención de Naciones Unidas sobre la protección de los

derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares representa un paso

decisivo. No obstante, es condición previa y necesaria ser Estado Parte en el
referido tratado. Es de esperar que los Estados que configuran la región del
mundo con mayor protección internacional hacia el respeto de los derechos
humanos, los Estados miembros de la Unión Europea, sean pronto capaces
de asumir las obligaciones contenidas en ese Convenio y con ello eliminar las
posibles dudas acerca de la veracidad y universalidad de esa defensa^^.

Sin duda, la Convención junto con los dos Convenios de la OIT pro-
porcionan una definición integral "basada en valores" y una base jurídica para
las políticas y prácticas nacionales, además de servir como herramientas para
animar a los Estados a establecer o mejorar las legislaciones nacionales de
acuerdo con las normas internacionales.

La protección y la estructura que ofrecen estos instrumentos superan con
mucho la mera oferta de un marco de derechos humanos. Las numerosas dis-
posiciones de cada uno de estos instrumentos conforman un exhaustivo pro-
grama de actuación para las políticas nacionales así como para la negociación
y la cooperación entre Estados en materia de formulación de políticas de mi-
graciones laborales, intercambio de información, prestación de información a
los migrantes, regreso ordenado y reintegración.

En todo caso, durante los próximos años, la migración internacional tendrá
probablemente características diferentes a las actuales, de mayor ámbito y com-
plejidad, debido, entre otras causas, a las disparidades demográficas, la dinámica
económica mundial y los diferentes niveles de desarrollo. Por ello cobrará aún
mayor importancia la protección de los derechos de los migrantes siendo muy
conveniente para ello la ratificación de la Convención sobre los derechos de los
trabajadores migratorios por parte de los países desarrollados".

El mandato del Relator Especial sobre los derechos humanos de los migrantes fue establecido en
1999 por la Comisión de Derechos humanos y, posteriormente, asumido y revisado por el Consejo
de Derechos Humanos que con su resolución 8/10 de 18 de junio de 2008 reforzó su mandado.
En el caso de la Unión Europea, la ratificación fue propuesta por el Comité Económico y Social
Europeo en su Dictamen de 30 de junio de 2004 (2004/C 302/12). Cfr. CHUECA, A. (coord.), Las
migraciones internacionales en el Mediterráneo y la Unión Europea, Huygens Ed., Barcelona, 2009.
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Como se ha dicho,

"Europa debe promover que, sobre la base de los convenios internacionales patro-

cinados por las Naciones Unidas, se construya un cuerpo jurídico común de protección

internacional de los derechos fundamentales de todos los seres humanos, sin distinción

de origen nacional y sea cual fuera su lugar de resídencia"^'^.

34 Dictamen del CESE 30 de junio de 2004 (2004/C 302/12).
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